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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URÍBE

Pereira, diecinueve de marzo de dos mil nueve
Acta No 0017 del 19 de marzo de 2009.

En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde, fecha y hora fijadas en el auto que antecede, esta Sala de Decisión y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública a efectos de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes, en contra de la sentencia proferida el pasado 28 de noviembre por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira en el proceso ordinario laboral de doble instancia que Antonio de Jesús Arboleda Bedoya adelanta contra José Mario Giraldo Enciso. 

El proyecto presentado por el suscrito Magistrado y aprobado por los restantes miembros de la Sala da cuenta de los siguientes 
ANTECEDENTES

Manifiesta el actor, amparado por pobreza, que fue contratado verbalmente por el contratista José Mario Giraldo Enciso, a partir de la 1ª semana de febrero de 2006 para realizar funciones de ayudante de construcción en la planta de tratamiento de la Empresa Aguas y Aguas, la cual funciona en el barrio Villa Santana de esta ciudad, bajo su continuada dependencia y subordinación; laboraba entre las 7:00 a.m. a 7:30 p.m., de lunes a sábado, con los descansos debidos para la alimentación, devengando un salario de $120.000 semanales; el 14 de febrero de 2006, en ejecución de sus labores, cayó de una altura aproximada de 2 metros y medio, recibiendo un fuerte impacto contra una viga de concreto, siendo atendido en la sección de urgencias de la EPS Saludcoop, pues se encontraba afiliado a ella por un empleo anterior, toda vez que el demandado no lo había afiliado al Sistema de Seguridad Social Integral (AFP, EPS y ARP), razón por la cual tampoco se reportó el accidente de trabajo, fue retirado de su trabajo por el empleador a mediados del mes de marzo de 2006 bajo el argumento que las actividades se estaban terminando, sin embargo no se le liquidaron sus prestaciones, así como tampoco se tuvo cuenta el resultado de la lesión padecida en sus labores. 

Con sustento en esa relación de hechos pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre las partes, vigente entre la primera semana de febrero y el 15 de marzo de 2006; que se declare que el accidente sufrido por el demandante tiene el carácter de profesional; que como consecuencia de las anteriores declaraciones se condene al accionado a pagarle cesantías, intereses a las mismas, prima de servicios, vacaciones, indemnización por despido injusto, indemnización moratoria, indemnización total de perjuicios por el accidente de trabajo, lo que ultra y extra petita resulte demostrado y las costas procesales.
La demanda fue admitida por auto del 30 de mayo de 2007, fl. 8, notificado el accionado y corrido el traslado de rigor, se pronunció a través de vocero judicial, fl. 13. 

En su respuesta acepta el vínculo con el actor, sin embargo afirma que este se dio a través de la modalidad por obra contratada, precisando que la vinculación inició el 1° de febrero de 2006, también acepta la terminación del contrato, pero el 4 de marzo del mismo año; niega los restantes hechos planteados y se opone las pretensiones, argumentando que el actor laboraba bajo la modalidad de obra contratada entre el 1° de febrero y el 4 de marzo de 2006, asimismo, asegura que al momento de la terminación del vínculo contractual, pagó al actor todas las sumas que se piden en la demanda; respecto a la declaratoria del origen profesional del accidente padecido por el accionante, afirmó que no se opone. Toda vez que este se encontraba afiliado a la ARP del Instituto de Seguros Sociales, ante la cual se reportó oportunamente el percance sufrido por Arboleda Bedoya. Excepcionó Inexistencia de la obligación, Buena fe, Ausencia de causa para pedir, Prescripción y Fraude procesal.
Llegadas fecha y hora para la realización de la audiencia prevista en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, fl. 66, fracasó el intento de conciliación porque no le asistió tal ánimo al demandado; luego de surtidas otras etapas procesales, se constituyó el Despacho en primera audiencia de trámite decretando las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron practicadas en las restantes diligencias. 

Concluido el debate probatorio, se citó para audiencia de juzgamiento el 28 de noviembre anterior, fl. 9, cuaderno 2. En esa oportunidad se profirió la sentencia que ahora se revisa por vía de apelación, en ella se declaró que entre las partes existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1° de febrero y el 4 de marzo de 2006, terminado por causa atribuible al empleador; se condenó al demandado al pago de $43.178 por concepto de auxilio de cesantía y sus intereses, prima de servicios, vacaciones y auxilio de transporte, así como la suma de $420.000 por concepto de indemnización por despido injusto; se absolvió a Giraldo Enciso de las restantes pretensiones incoadas en su contra y se le condenó al pago de costas en un 60%. 
Inconformes con esa decisión, se alzaron en apelación los apoderados de las partes; el vocero judicial del actor, fl. 24, cuaderno 2, manifestando que su único motivo de inconformidad es la absolución por la pretendida indemnización moratoria de que fue objeto el accionado, considera que se debió acceder a dicho pedimento toda vez que el exempleador no obró con buena fe, pues en el infolio se opuso a la declaratoria de existencia de un contrato de trabajo, amén que la liquidación de que fue objeto su prohijado fue realizada erróneamente.
Por su parte, el accionado insiste en que lo habido entre las partes fue un contrato de trabajo, pero bajo la modalidad de obra o labor contratada; afirma que probó suficientemente que había contratado una obra civil con la Empresa Planta de Tratamiento Villasantana S.A. ESP, demostrando también la terminación del mismo con la correspondiente acta de recibo y liquidación del contrato de obra 029 de 2005, razón por la cual los servicios del actor ya no eran necesarios, lo que constituyó una causa justificada para terminar el nexo laboral. 
En cuanto a las prestaciones supuestamente debidas, sostiene que, como se evidenció en el proceso, el demandante mintió incluso a su apoderado, pues su liquidación fue correctamente cancelada, amén que se debe tener en cuenta que este no reclamó en momento alguno el pago de auxilio de transporte, el cual había sido efectivamente cancelado.
Como dentro de lo actuado no se observa vicio que anule la actuación, se procede a desatar la alzada con apoyo en estas:

CONSIDERACIONES

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Procede esta Colegiatura, en primer lugar, a realizar el estudio de las inconformidades planteadas por el apoderado judicial de la parte demandada, toda vez que de ello se derivarán consecuencias respecto del recurso interpuesto por el actor, como ya se verá.

Plantea el mandatario judicial de Giraldo Enciso como motivos de inconformidad, en primer lugar, que realmente existió una relación laboral, la cual nunca ha negado, sin embargo afirma que ella se dio como contrato de obra o labor contratada, pues dicha relación se originó a su vez en un contrato de obra civil el cual, al ser terminado, derivó en el fin de la relación habida con el demandante con causa justificada; en cuanto a la liquidación de prestaciones, sostiene que ellas fueron debidamente canceladas, además, el actor en momento alguno solicitó el pago del auxilio de transporte.
Respecto al primer punto, establece el artículo 37 del Código Sustantivo del Trabajo:
“Artículo 37. Forma. El contrato de trabajo puede ser verbal o escrito; para su validez no requiere forma especial alguna, salvo disposición expresa en contrario”
Por su parte, el artículo 38 del mismo compendio, enuncia:

“ART. 38. Modificado. D. 617/54, art. 1º. Contrato verbal. Cuando el contrato sea verbal el patrono y el trabajador deben ponerse de acuerdo, al menos acerca de los siguientes puntos:

1. La índole del trabajo y el sitio en donde ha de realizarse.

2. La cuantía y forma de la remuneración, ya sea por unidad de tiempo, por obra ejecutada por tarea, a destajo u otra cualquiera, y los períodos que regulen su pago.

3. La duración del contrato.” (Subrayado nuestro)
En cuanto a la duración, anuncia el artículo 45 ibídem:

“Artículo 45. Duración. El contrato de trabajo puede celebrarse por tiempo determinado, por el tiempo que dure la realización de una obra o labor determinada, por un tiempo indefinido o para ejecutar un trabajo ocasional, accidental o transitorio.” (Subrayado nuestro)
Por su parte, la Corte Constitucional, en sentencia del año 1997, respecto a la necesidad o no de que el contrato de obra conste por escrito, afirmo:

“Precisamente esta última circunstancia: de pactarse en esos documentos que su término depende de la duración de una obra o labor, lo que inclusive legalmente no requiere la solemnidad escrita … “ (Subrayado nuestro)
Considera esta Colegiatura que, aunque es cierto lo afirmado por la Corte, en la realidad para efectos probatorios, y sobre todo, por la necesidad de describir en forma detallada la obra o labor objeto del contrato, así como su duración, se impone la necesidad que se pacte por escrito. 

Esta modalidad de contrato es ampliamente utilizada en empresas dedicadas a la construcción o a actividades sujetas a contratos especiales con terceros que exigen incremento de personal únicamente para una obra o labor concreta y en proporción al avance mismo de la obra, como es el caso del ingeniero contratista demandado.
Ahora bien, en momento alguno dentro del debate probatorio se demostró que se hubiese pactado precisamente ese aspecto esencial, la duración del contrato, muchos menos se evidenció que las partes hubiesen acordado que la modalidad del mismo fuese la propia de los contratos de obra o por labor contratada. 
Conforme a lo anterior, la decisión de la a quo partió de una premisa errada, al considerar que el demandado negó la existencia del contrato de trabajo, cuando solo se opuso a la modalidad del mismo, debiendo, ante esta errónea apreciación, recurrir a innecesarias disertaciones respecto al principio de la primacía de la realidad, dejando de lado el análisis de las probanzas arrimadas al proceso de cara a lo realmente alegado por el demandante, que dicho vínculo fue por obra o labor contratada; así llegó la funcionaria de primera instancia a la conclusión de que efectivamente existió un contrato de trabajo a término indefinido, misma a la que arribó esta Sala de Decisión, pero por las razones aquí expuestas.

En lo referente a la liquidación realizada en primera instancia, encontramos que le asiste razón al apelante al quejarse respecto de la condena impuesta por concepto de auxilio de transporte.

Efectivamente dicho rubro no fue solicitado entre las pretensiones de la demanda, fl. 2, además tampoco fue debatido en el proceso, ni siquiera se hizo referencia a ello dentro de los hechos sustento de la presente acción, razón por la cual, ni siquiera acudiendo a las facultades extra y ultra petita, podía la a quo fulminar condena por dicho ítem, por lo tanto en cuanto al valor del auxilio de transporte reconocido en primera instancia será revocada la sentencia, deduciendo del valor que se estableció en la parte resolutiva a folio 20, $149.949, la suma de $54.060, correspondiente al auxilio de transporte indebidamente concedido, para un total de $95.889.

Ahora se procede a resolver lo atinente a la inconformidad del demandante respecto a la absolución de que fue objeto el demandado por la indemnización moratoria, para lo cual alega que la buena fe, necesaria para exonerarlo respecto de dicha sanción, no asistió al accionado, toda vez que negó tozudamente la declaratoria de existencia de un contrato laboral, afirmando que el habido entre las partes correspondía a uno de obra, amén que no liquidó correctamente las prestaciones sociales al actor al finalizar la relación laboral.

Al analizar la inconformidad presentada por el accionado, se encontró que por concepto alguno adeuda algo éste al actor, más bien efectuó una liquidación algo superior a la que finalmente, después de corregida, arroja la efectuada en primera instancia, toda vez que como ya se vio, ella ascendió a la suma de $95.889, mientras que a folio 25 del expediente milita la Liquidación Final de Prestaciones Sociales del actor, aceptada por este, en la cual se indica que se le canceló el valor de $105.774, ante esto, imposible resulta acceder a la petición de indemnización moratoria, pues dicha sanción procede, al tenor del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, cuando al culminar el nexo laboral, el empleador adeuda al trabajador salarios o prestaciones, que no es el caso.
Visto lo anterior, procede confirmar la sentencia de primera instancia, revocando su numeral 2°, para en su lugar absolver al demandado respecto del pago de prestaciones sociales deprecado en la demanda, de igual manera se modificara el numeral sexto, para condenar a la parte accionada al pago de las costas procesales en un cuarenta por ciento (40%) a favor del demandante.

Costas en esta instancia no se causaron.     
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación ha revisado, MODIFICANDOLA, en el sentido de REVOCAR el numeral SEGUNDO de la resolutiva, para en su lugar, absolver a José Mario Giraldo Enciso respecto del pago de prestaciones sociales deprecado en la demanda; de igual manera se MODIFICARA el numeral SEXTO de la resolutiva, para CONDENAR a José Mario Giraldo Enciso al pago de las costas procesales en un cuarenta por ciento (40%).
Sin costas por la actuación en esta Sede. 
Notificación surtida en Estrados.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe

Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón
Lina María Arbelaez Giraldo

Secretaria
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